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DE LA REVOLUCIÓN DE ABRIL DE 1952 A LA REVUELTA POPULAR DE OCTUBRE DE 2003

1. LA REVOLUCIÓN DE 1952

La revolución de abril abrió en Bolivia un proceso histórico que marcó en muchos sentidos el curso de las siguientes tres décadas, por lo que muchos denominan a ese periodo como "el ciclo del 52". Éste tuvo su mayor crisis y declive a mediados de la década de los ochenta del siglo pasado y en la actualidad parece ser una etapa en gran medida superada.

En esta exposición sólo me referiré a algunos elementos fundamentales que caracterizaron a este ciclo histórico.

1.1   El estado populista

La corriente populista tuvo en Bolivia antecedentes que incluso pueden remontarse al siglo XIX, durante el periodo del Presidente Isidoro Belzu, quien gobernó apoyado en los sectores mestizos urbanos y posibilitó la apertura de espacios de poder a sectores que habían estado marginados de la vida política desde la creación de la república.

En el siglo XX, el periodo del Presidente Bautista Saavedra (1920-1925) marcó el inicio de la apertura del Estado a intereses y demandas populares, aunque de manera limitada.  Bautista Saavedra, opositor al poder omnipotente de la oligarquía boliviana (minero-terrateniente), dictó las primeras leyes sociales para la clase trabajadora, se acercó a los sectores indígenas y tuvo un amplio apoyo de los mestizos.  Pero las grandes contradicciones de su gobierno, como el haber ejecutado dos masacres contra mineros (Masacre de Uncía-1923) y contra indígenas (Jesús de Machaca-1921), minaron en gran medida el respaldo popular con el que contaba.

Después de la Guerra del Chaco, una nueva generación de intelectuales de clase media emergió con gran fuerza propugnando ideales nacionalistas y marxistas e insertándose en los sectores populares.

Los gobiernos del llamado "socialismo militar", de David Toro (1936-1937) y Germán Busch (1937-1939), ambos militares que habían descatado durante la guerra del Chaco con el Paraguay, contaron con el respaldo de esa generación y pueden considerarse como el antecedente más directo de la transición del estado liberal al estado populista.

Durante esos años se dictó un Código Laboral muy avanzado, se impulsó la sindicalización de campesinos y obreros, se apoyó el desarrollo de la educación indigenal, entre otras medidas sociales.  Además, la Constitución aprobada en 1938 por congresistas que no pertenecían a los partidos tradicionales y que representaron nítidamente a la crítica "generación del Chaco" marcó la pauta para la emergencia del estado intervencionista y "benefactor".

Unos años después, en 1943, y tras un breve retorno de la oligarquía al poder, el Tcnl. Gualberto Villarroel, que dio un golpe de estado apoyado por dos organizaciones emergentes: Razón de Patria (RADEPA) y el Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR), retomó el camino abierto por el socialismo militar.  Pero la confrontación con la oligarquía, que alcanzó mayor radicalidad, concluyó con su asesinato en 1946.  Villarroel fue colgado por una turba azuzada por la oligarquía, que logró reapoderarse del poder.

En el sexenio (1946-1952) o el llamado periodo prerrevolucionario la polarización política y social fue tal que el proceso derivó en una guerra civil y en la insurrección popular de abril de 1952.

El Estado que emergió de la revolución que expulsó a la oligarquía del poder tuvo importantes rasgos populistas.  Entre éstos:
-  Intervencionismo del estado en la economía, cuyos ejemplos más importantes fueron la nacionalización de las minas, el impulso a la Corporación Boliviana de Fomento que tuvo bajo su control empresas estatales de diverso tipo, desarrollo de carreteras y medios de comunicación estatales, etc.  

-  Amplio desarrollo de políticas sociales: salud, educación, vivienda, seguridad social, subsidios de diverso tipo, etc.

-  Amplia movilidad social.

-  Reforma Agraria y reforma urbana.

-  Política de movilización de masas.

-  Liderazgo caudillista, aunque en el caso de Bolivia no hubo un sólo líder, sino varios: Víctor Paz Estenssoro, Hernán Siles Suazo, Juan Lechín Oquendo, Walter Guevara Arce.

El estatismo, que se tradujo en que la mayor parte de la economía estaba en manos de corporaciones y empresas estatales, así como el impulso al desarrollo de políticas públicas sociales, caracterizaron al populismo movimientista que gobernó al país entre 1952-1956.

Sin embargo, ya desde mediados de la década de los cincuenta las dificultades económicas y las presiones externas, especialmente del gobierno norteamericano y de organismos internacionales como el FMI, fueron debilitando esas orientaciones.

Para fines del periodo del MNR empresas privadas nacionales y extranjeras ya habían recibido concesiones en sectores tan importantes como el petróleo y la minería y las políticas sociales populares habían sino frenadas o incluso revertidas.

Durante el ciclo militar que duró de 1964 a 1982, con breves periodos de gobiernos civiles, los gobiernos militares flucturaron entre el nacionalismo de izquierda a posiciones de extrema derecha, siendo estas últimas las predominantes.

A pesar de ello, las orientaciones populistas estatales emergidas del 52 no pudieron ser plenamente superadas aunque se produjo el fortalecimiento de las fuerzas privadas y la creciente presencia de empresas extranjeras en sectores económicos estratégicos, así como  el constante recorte de los derechos laborales conseguidos en el 52 y el fracaso de la reforma agraria.

Durante el gobierno de la Unidad Democrática Popular (1982-1985), que emergió al poder luego de haber ganado tres elecciones seguidas que fueron desconocidas por los militares, los rastros del populismo reemergieron con fuerza.  Pero el rotundo fracaso del gobierno dirigido por el movimientista Hernán Siles Zuazo, que se enfrentó a una de las crisis económicas más graves de la historia de Bolivia, derivó en el declive profundo de las orientaciones populistas y la emergencia de la corriente neoliberal.

1.2. Campesinos y sectores obrero populares frente al poder

Las experiencias acumuladas en la lucha contra la oligarquía de sectores como los campesinos-indígenas, los trabajadores mineros, el proletariado fabril, distintos sectores de clase media, etc., fue un aspecto determinante para el relevante concurso popular en la revolución de abril de 1952.

En efecto, sobre todo desde la década de los cuarenta del siglo XX, distintos sectores sociales transitaron de luchas salarialistas y reivindicativas a su creciente politización, lo que se debió en gran medida al hecho de que esos sectores reconocieron a la oligarquía no sólo como su adversario sino como adversario de la nación boliviana.

Numerosos levantamientos, huelgas, amagos de insurrecciones, masacres, etc. caracterizaron al sexenio, periodo en el que el proletariado minero comenzó a ser reconocido como la vanguardia de los sectores obrero y populares.  Pero también fue muy importante la lucha en el campo, donde el movimiento indígena volvió a desarrollar una amplia sublevación por la recuperación de sus tierras, en 1947.

Las demandas y expectativas de transformación de los sectores obrero y populares, que contribuyeron con sus luchas y movilizaciones de manera decisiva al desmoronamiento de la oligarquía, fueron políticamente canalizadas por el MNR, sobre todo desde mediados de la década de los cuarenta.

La revolución de 1952 se produjo por la alianza entre amplios sectores populares que, a sólo unos días del triunfo popular, fueron aglutinados por la flamante Central Obrera Boliviana (COB), y el MNR que se convirtió en el conductor político del estado de la "revolución nacional". La alianza se reflejó nítidamente en la constitución del co-gobierno MNR-COB, inédito en el contexto latinoamericano.

Pero la alianza de clases no significó en Bolivia el cooptamiento de la clase obrera por el gobierno populista.  Más bien, la participación decisiva de los obreros en el triunfo contra el ejército oligárquito se convirtió en un momento fundador que reforzó la tendencia de la clase obrera a la autonomía o "independencia de clase" y a desarrollar su propia vocación de poder.

En cambio, el movimiento campesino-indígena, que recibió tierras con la reforma agraria y perdió su condición de siervo, estuvo orgánicamente vinculado al MNR y se constituyó en su principal base social y electoral.

Durante la mayor parte del "ciclo del 52", las características de la conformación del poder en el 52 siguieron vigentes.

René Antonio Mayorga se ha referido a la permanente lucha por el poder entre los distintos gobiernos (populistas y militares) y la Central Obrera Boliviana como un "empate histórico", mientras que Zavaleta Mercado señaló que "el poder dual" estuvo latente en Bolivia durante décadas, siendo sus momentos de expresión más altos los dos años posteriores a la revolución de abril y la creación de la Asamblea Popular en 1971.

La clase obrera y amplios sectores populares aglutinados en la COB mantuvieron fuertes rasgos contestatarios y combativos no sólo en la lucha reivindicacionista, sino que tuvieron una decisiva participación en acontecimientos políticos, como la caída del MNR, la resistencia a las dictaduras militares y la lucha por el retorno a la democaracia.  Sin embargo, a pesar de haber estado muy cerca del poder y tener una enorme capacidad de presión sobre éste nunca se plantearon adecuadamente la toma del poder para sí mismos, lo que en gran medida se debe a sus subyacentes orientaciones anarco-sindicalistas.

En el caso de los campesinos indígenas, éstos mostraron una mayor inclinación a aliarse con el Estado y a pactar con el populismo y los gobiernos militares.  Sin embargo, tras la apariencia de integración y/o subordinación mantuvieron latentes sus tradiciones de autodeterminación étnica.  Estas emergieron cuando el pacto se deterioró y desde la década de los setenta emergió un poderoso movimiento campesino aliado a la clase obrera pero también con la capacidad de irradiar su propio proyecto, el de las reivindicaciones étnico-culturales.

La crisis de ambos sectores se hizo evidente en la década de los 80.
2. LA REVUELTA POPULAR DE OCTUBRE DE 2003
2.1  La crisis del "orden neoliberal" y la "partidocracia" 
Tras la fallida experiencia de la Unidad Democrática Popular (UDP) en el poder (1982-1985), se desató en Bolivia un proceso de amplia reacomodación de los grupos detentadores del poder económico y político que en las décadas pasadas habían tenido que sufrir permanentes arremetidas desde el movimiento obrero y popular articulado por la Central Obrera Boliviana (COB) y hegemonizado por el movimiento minero, así como por un emergente movimiento campesino-indígena que rompía sus lazos con el movimientismo y con el llamado "Pacto Militar-Campesino" y se aglutinaba en la Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB).

La Nueva Política Económica (NPE) implementada a través del D.S. 21060, en agosto de 1985, pretendió, entre otras cosas, resolver el viejo problema de las clases dominantes en Bolivia, es decir, su imposibilidad de sustentar el poder político sin tener que enfrentar permanentemente a un poder constestatario y construido desde la sociedad misma: el poder sindical, el poder de las masas.

Durante las dos décadas siguientes, de aparente subordinación de esos poderes sociales, el triunfalismo reinó entre quienes empezaron a pensar que la larga vigencia de una democracia representativa hecha a la medida de sus intereses podía ser el elemento subjetivo a sustentarse para construir una "gobernabilidad" capaz de controlar las demandas sociales despolitizando a los actores populares.

Por su parte, los actores sociales tradicionales vivieron en esas décadas profundas transformaciones que se expresaron, entre otras cosas, en una crisis sin predecentes que no se limitó a la incapacidad de la COB de representarlos, sino a su descomposición interna y, sobre todo, a la pérdida de automonía en la construcción de un proyecto propio de sociedad, lo que fue notablemente doloroso en el movimiento minero.

Pero el año 2000 las cosas comenzaron a cambiar.

En abril de ese año se produjeron dos movimientos sociales que aparentemente actuaron por separado: la llamada "guerra del agua", en la ciudad de Cochabamba, y el bloqueo campesino que tuvo su epicentro en Achacachi, localidad del Altiplano paceño.

Ambos movimientos surgieron como respuesta a la política de privatización del agua, tuvieron un enorme alcance movilizador y lograron sus objetivos inmediatos.  Más importante que eso, es que pueden ser considerados como el inicio del proceso de recomposición de los actores sociales populares y de las articulaciones subyacentes entre sectores aparentemente diversos y dispersos.

A partir de ese momento y hasta el año 2003, se vivió en Bolivia un proceso sostenido de emergencia social que se plasmó en bloqueos campesinos en las zonas cocaleras del Chapare y los Yungas paceños, en el Altiplano y otras regiones rurales, marchas hacia la sede de gobierno y permanentes movilizaciones en esa y otras ciudades de maestros, jubilados, gremialistas, mineros, cooperativistas mineros, fabriles, jóvenes de distintos sectores sociales, desocupados, pequeños deudores y otros, cuyos alcances motivaron la represión indiscriminada con saldo de muertos y heridos en la mayoría de los casos.

La mayor parte de los conflictos sociales desatados expresaron un profundo cuestionamiento a las políticas estatales ejecutadas desde mediados de la década de los ochenta, de clara orientación neoliberal, así como la paulatina identificación de los partidos tradicionales que se turnaron en el gobierno desde 1985 como los causantes de los problemas económicos y sociales que se hacían cada vez más evidentes en el país.

Pero, al mismo tiempo, se fueron revelando los horizontes ideológico-culturales contestatarios que subyacían a las movilizaciones, las interrelaciones objetivas y subjetivas entre los distintos actores, así como la emergencia de nuevos liderazgos de origen popular, principalmente de origen indígena. 

En el año 2002, la significativa y sorprendente votación obtenida en elecciones nacionales por el Movimiento al Socialismo (MAS), dirigido por el líder cocalero Evo Morales, que obtuvo un segundo lugar y la posibilidad de ser elegido Presidente de la República, así como el apoyo recibido de importantes sectores campesino-indígenas por la candidatura de Felipe Quispe del Movimiento Indígena Pachacuti (MIP), sumaron un elemento político fundamental al proceso.

Además de permitir por primera vez en nuestra historia la presencia de decenas de diputados y senadores indígenas en el Parlamento Nacional, elegidos como representantes de partidos políticos propios, las elecciones del año 2003 revelaron que los partidos tradicionales, como el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), la Acción Democrática Nacionalista (ADN), el Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR), la Nueva Fuerza Republicana (NFR) y la Unidad Cívica Solidaridad (UCS), habían perdido credibilidad ante amplios sectores de la población boliviana como consecuencia de las constantes denuncias de corrupción, componendas a espaldas de la población, goce de innumerables privilegios e implementación sucesiva de políticas antipopulares, entre otros.

En ese contexto, los acontecimientos de febrero de 2003 fueron una primera gran demostración de que Bolivia ingresaba en una etapa de confrontación política y social de amplios alcances.  Sin embargo, en esa oportunidad, el alzamiento popular contra la imposición de nuevos impuestos establecidos por Gonzalo Sánchez de Lozada fue mediatizado por la confrontación armada entre militares y policías, que cobró más de 30 muertos.  En febrero, los sectores populares se movilizaron desordenadamente en la sede de gobierno, El Alto y la ciudad de Oruro, asaltaron y quemaron varias sedes de los partidos políticos tradicionales y algunas oficinas estatales, pero fueron rápidamente desmovilizados por el uso de una violenta represión militar.

En octubre de 2003, la insurección popular que se desató en contra de la política gubernamental frente a los hidrocarburos y que tuvo su epicentro en la ciudad de El Alto, no sólo movilizó a amplios sectores urbanos populares, clases medias, mineros y campesinos-indígenas en torno a un objetivo común, sino que tuvo como resultado final y decisivo la renuncia del Presidente de la República, Gonzalo Sánchez de Lozada.

Tras varias jornadas de sostener una insurección popular pese a la represión más violenta desatada en un periodo democrático, que provocó más de 60 muertos y 300 heridos, los actores de octubre lograron un triunfo político y social de enorme significado histórico.  Octubre se convirtió en un momento fundante similar a la revolución del 52, más allá de sus diferencias, y en un punto de partida central de la conciencia de poder de los subalternos.

2.2. Nueva proyección histórica de los sectores subalternos en Bolivia

La insurreción popular de octubre de 2003 es normalmente vista como una rebelión de vastos alcances que fue posible por haber permitido que diversos sectores sociales confluyan en torno a un objetivo común: la recuperación de los hidrocarburos para los bolivianos.  Asimismo, se considera que la brutal represión desatada por el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada provocó el pedido unánime de su renuncia, con lo que se abrió un nuevo proceso histórico para la sociedad boliviana.

Pero también es fundamental recuperar uno de sus sentidos más inportantes: el de haber expresado la creativa concurrencia de actores sociales populares diversos y dispersos a partir del intercambio de acumulaciones históricas previas y memorias colectivas recreadas que se apoyaban en procesos objetivos de socialización producidos en las décadas anteriores y que ahora se proyectaban hacia un nuevo ciclo histórico de amplias posibilidades para la transformación estructural.

Así, ya en las marchas y movilizaciones convocadas para el 19 de septiembre de ese por la "Coordinadora de Defensa del Gas", impulsada principalmente por la Coordinadora del Agua de Cochabamba y el MAS, diversos sectores convergieron en ellas, las que, después de muchos años fueron demostraciones multitudinarias en distintas capitales departamentales del país.

Por otro lado, en los días posteriores, el movimiento campesino-indígena liderizado por Felipe Quispe asumió la misma consigna de defensa del gas decidiendo la convocatoria a un bloqueo de caminos, que se acompañó con el inicio de una huelga de hambre en la Radio San Gabriel de la ciudad de El alto, donde se concentraron decenas de dirigentes agrarios de las diferentes provincias del altiplano paceño.  

El ataque militar al bloqueo que se desarrollaba en Warisata, el 20 de septiembre, que fue dirigido personalmente por el Ministro de Defensa de entonces, Carlos Sánchez Berzaín, y que provocó la muerte de una niña de once años, de dos campesinos y numerosos heridos, desató la inmediata solidaridad de otros sectores, como de la Coordinadora de Defensa del Gas que marchó desde Cochabamba a esa localidad.  Asimismo, fortaleció la convocatoria de la CSUTCB, que inició los preparativos para un "cerco" a la sede de gobierno.

Mientras esto ocurría, la COB, que convocó a una huelga general indefinida con la misma consigna, aunque no encontró rápida respuesta en las principales capitales de departamento, consiguió el respaldo de las organizaciones obreras como la COR, de gremialistas y juntas de Vecinos de la ciudad de El Alto.

El bloqueo de calles y la huelga general estalló con fuerza en esa ciudad el miércoles 8 de octubre.  Todas sus entradas y salidas, con excepción de la vía que conduce al aereopuerto internacional fueron cerradas y miles de vecinos alteños se apostaron en calles, avenidas y esquinas estratégicas en las que quemaron llantas y juntaron palos, piedras y todo tipo de trastos en auténticas barricadas.

El jueves 9 de octubre, por su parte, arribaron a la localidad de Ventilla los 800 trabajadores regulares de la empresa Minera Huanuni, quienes habían tenido que sortear numerosos obstáculos a su paso, sobre todo la vigilancia militar.  En un enfrentamiento con el ejército en tempranas horas de la mañana murió un trabajador minero y varios otros resultaron heridos.  La noticia de la muerte del minero se regó como pólvora en toda la ciudad de El Alto exacerbando los ánimos y despertando la movilización inmediata de barrios de alta concentración de ex-mineros como Santiago II y Rosaspampa.

Desde el 10 de octubre, la huelga y el bloqueo comenzaron a teñirse de un carácter insurreccional.  Ese día, la negativa de los bloqueadores de dejar pasar cisternas de gasolina destinadas a la desavastecida sede de gobierno, provocó el inicio de la masacre. El domingo 11 los militares continuaron disparando indiscriminadamente contra la población alteña. Los muertos alcanzaban a decenas.

El lunes 12, la ciudad de La Paz se sumó a la huelga y amaneció paralizada.  Los transportistas participaban de la decisión y ninguna actividad funcionaba normalmente en la ciudad, a tiempo que ésta comenzaba a sentir de manera directa la lucha popular.  Ese día se descolgaron desde El Alto miles y miles de pobladores en actitud insurreccionalista, en los barrios populares de esa ciudad también la gente se movilizaba y numerosas columnas de campesinos de comunidades de los alrededores del sur de La Paz hacían su ingreso en ella desde diferentes entradas.

Después de un día de nuevas movilizaciones, el jueves 14, la COB organizó una gran manifestación que sobrepasó toda expectativa.  Más de 80.000 personas llegaron a San Francisco, donde se congregaron durante horas, después de recorrer una y otra vez las arterias céntricas de la ciudad y bordear la Plaza Murillo.  Los mineros de Huanuni ingresaron ordenadamente haciendo tronar sus dinamitas mientras las columnas campesinas arribaban desde distintos puntos haciendo flamear sus whipalas. Así, aunque todos estaban juntos, las identidades particulares también se hacían sentir.

Ese mismo jueves, un día fundamental para el desenvolvimiento de los acontecimientos de octubre, llegaba a Patacamaya, localidad situada a unos 100 km. de La Paz, un grupo de entre 2000 y 3000 mineros, la mayoría de ellos cooperativistas de Huanuni, aunque también mineros de Colquiri y otras minas pequeñas.  Allí se encontraron con contingentes de miles de campesinos de las provincias paceñas que pretendían cercar a La Paz. El ejército se trasladó rápidamente a ese pueblo rural y tuvo un enfrentamiento con los mineros en el que se produjeron 3 muertos y 6 heridos.  

Las noticias provenientes de Patacamaya aumentaron la gran tensión que se vivía en esos días, mientras en La Paz se producían enfrentamientos en el sur de la ciudad entre militares, pobladores urbanos y campesinos, que en Ovejuyo y Chasquipampa tuvieron como resultado varios muertos y heridos.  Por otro lado, ese mismo jueves, sectores de la clase media iniciaron una huelga de hambre en diferentes templos de la ciudad, sumándose al pedido de renuncia de Gonzalo Sánchez de Lozada.

Por otro lado, el movimiento comenzó a expandirse con fuerza en otros departamentos, donde se vivieron jornadas masivas de movilización, como en Cochabamba, Sucre y Potosí.  En Santa Cruz, miles de campesinos fueron maltratados en la plaza de esa ciudad por miembros de la "Nación Camba", cuando llegaron allí para sumar su voz a las protestas que se desarrollaban en todo el país.

A mediodía del viernes 17 de octubre la renuncia del Presidente era inminente.  A lo largo de esa tarde todos esperaban el desenlace final.  Esa noche, el vicepresidente Carlos Mesa asumió constitucionalmente la Presidencia de la República.  Para ganar legitimidad, Mesa prometió en el momento de posecionarse algunas medidas fundamentales: la convocatoria a un Referéndum para que los bolivianos decidan sobre el destino del gas y a una Asamblea Constituyente para "refundar el país", y decidió gobernar sin la presencia de los partidos políticos que quedaron atrincherados en el Parlamento.

El festejo fue inmenso.  Abrazos entre campesinos y pobladores de El Alto, pañuelos blancos saludando el ingreso de decenas de camiones cargados de cooperativistas mineros y campesinos que bajaron de El Alto hacia San Francisco, estallido de dinamitas y flameo de whipalas acompañadas con crespones negros.  El sábado 18 dos multitudinarias concentraciones cerraban la gesta de octubre: una en San Francisco, otra en el Alto, esta última con la presencia de Mesa que terminó su elocución abrazándose con Felipe Quispe.

Concluía momentáneamente un acontecimiento histórico en el que habían actuado numerosos líderes improvisados, en el que las organizaciones vecinales y de todo tipo habían mostrado su capacidad organizativa desde las bases, en el que las solidaridades se manifestaron en ollas populares y alojamiento a todos los contingentes que arribaban a El Alto y La Paz; en el que se había practicado la democracia directa a través de asambleas y cabildos; en el que el bloqueo y la huelga se habían adoptado simultáneamente, en el que el estallido de dinamitas y el uso de hondas se habían mezclado para resistir la agresión armada de las fuerzas militares, es decir, en el que se había producido la confluencia de tradiciones diversas de lucha y organización popular.

Un momento, además, que reveló fundamentales articulaciones idológico-culturales, entre las que identificamos las siguientes: 

1. El reencuentro con la conciencia del poder popular, que refleja la creencia en la posibilidad de triunfo contra los poderosos. 

2. La recuperación de la dimensión colectiva de la lucha reivindicativa y política construída "desde abajo".

3. La reivindicación de la democracia como democracia participativa y directa.

4. La reivindicación del derecho del pueblo boliviano a tener control sobre sus recursos naturales y a definir sus usos y proyecciones económicas.

5. La autoindentificación de todos los sectores populares como explotados y marginados, tanto por la implementación constante de políticas estatales y privadas antipopulares como por las prácticas racistas.

6. La identificación de un adversario nacional común a todos los sectores populares, expresado en este momento histórico por la partidocracia representativa de los "k'aras y los grupos de poder económicos y políticos.

7. La identificación generalizada de los adversarios externos: Estados Unidos, por sunegativa ingerencia en la vida nacional y, Chile, por su negativa a dar una salida al mar a nuestra nación.

Ahora bien, a un año de la insurección de octubre, esas históricas confluencias no han podido evitar el resurgimiento de fuerzas desorganizadoras y desarticuladoras, como las divisiones internas en las organizaciones populares, las rivalidades entre los liderazgos, los enfrentamientos entre pobladores de un mismo origen, como ocurrió en Caracoles, las disputas violentas entre partidarios de los dos partidos campesinos y, sobre todo, la imposibilidad de construir un proyecto integrador de transformación estructural.  En todo caso, el proceso abierto en octubre aun no se ha cerrado, ni mucho menos. La historia hablará sobre su curso.

